A LA CONSEJERÍA DE OBRAS PÚBLICAS, ORDENACIÓN DEL TERRITORIO
 Y URBANISMO DEL GOBIERNO DE CANTABRIA
Dirección general de urbanismo y ordenación del territorio
C/Lealtad, 23, 39002 Santander

EN REFERENCIA A LA RESOLUCIÓN DE 24 DE JULIO DE 2020, POR LA QUE SE SOMETE A INFORMACIÓN PÚBLICA EL ANTEPROYECTO DE LEY DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO Y URBANISMO DE CANTABRIA (BOC nº 146, viernes, 31 de julio de 2020),
D/Dª. ……………………………………………………………………………………………., con DNI: ……………………………., con domicilio a efectos de notificación, en la calle …………………………………………………., C.P.: .……………………, del término municipal de………………………………………….., COMPARECE y EXPONE POR MEDIO DEL PRESENTE ESCRITO LAS SIGUIENTES 

ALEGACIONES:
1. PARTICIPACIÓN CIUDADANA

La complejidad y difícil terminología, así como las novedades innecesarias introducidas en la ley hacen inviable para el ciudadano medio su aportación, al proceso de participación ciudadana previo a la redacción del anteproyecto, en asuntos relacionados con los derechos constitucionales a un medio ambiente adecuado, a la utilización racional de los recursos, a la conservación del patrimonio cultural y el paisaje, a la mejora de la calidad de vida, a una vivienda digna y a la accesibilidad universal de todas las personas de manera que la utilización del suelo propicie el interés general, impida la especulación y garantice la participación de la comunidad en parte de las plusvalías generadas por la actividad urbanística. 
El gobierno ha de garantizar el cumplimiento del principio de la participación pública de una forma efectiva y real, más allá del mero trámite de su publicación en el BOC. Para dar cumplimiento material a la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su artículo 133.1, ha de exponerse y explicarse a la población como puede afectar o beneficiar esta ley a los derechos constitucionales a través de  mesas redondas con representantes del gobierno y representantes de la sociedad civil. 
CONSERVACIÓN DEL PATRIMONIO TERRITORIAL
Frente a la defensa de la articulación del equilibrio territorial de Cantabria, el fomento de la cohesión social y de la calidad de vida de los ciudadanos, el anteproyecto de ley parece que solo se interesa por la idea de que la mayor parte de las parcelas son edificables o, peor aún, que todo el territorio es aprovechable urbanísticamente dando por supuesto que el suelo no tiene valor e imponiendo una economía a la carta a la protección del medio ambiente, el patrimonio y el paisaje. Esta liberalización del recurso suelo, finito y no renovable impulsa el uso especulativo del suelo, ya que permite la construcción dispersa en suelo rústico de viviendas unifamiliares, turísticas y otras (equipamientos, actividades económicas, de interés social…) todas ellas propias del suelo urbano, para lo cual ni se exige su previsión en PGOUs, ni superficie mínima de parcela y se exonera del pago de la licencia a los promotores” en 39 municipios de la Región.

Se promueve así, no la conservación ni protección, sino la destrucción del medio natural, del patrimonio, del paisaje y de las formas de vida tradicionales que se intentan recuperar. 
 Si por algo se define y se caracteriza el territorio de Cantabria es por un paisaje de prados, muros de piedra, bosquetes, bosques, riberas, vegas de los ríos y núcleos rurales que constituyen un patrimonio de incalculable riqueza y que son el legado que nos han dejado generaciones de cántabros que han trabajado la tierra y que han creado una arquitectura rural única e irremplazable 
El suelo es un bien escaso y no renovable, es la tierra fértil que nos da hoy de comer y que debe dar de comer a las generaciones futuras, es por ello que debe conservarse y protegerse de manera rigurosa para preservar nuestro derecho de soberanía alimentaria. Pero además es soporte de la biodiversidad, entendida como el conjunto de seres vivos que habitan el territorio de Cantabria y que están desapareciendo debido a la perturbación ejercida sobre el medio por las actividades humanas y ese es quizás el mayor reto ambiental al que ha de enfrentarse la humanidad durante los próximos años.
El anteproyecto plantea como medio para revitalizar los pueblos y el medio rural, la construcción de viviendas unifamiliares dispersas en suelo rústico con una mínima justificación ya que se ha eliminado el carácter de excepcional y tasado y la competencia de la CROTU como órgano que autoriza eliminando así la coordinación administrativa y el control del cumplimiento de la legislación sectorial. Estamos ante un nuevo crecimiento urbanístico que tendrá como consecuencia la construcción indiscriminada de edificaciones en suelo rústico en lugar de en el suelo urbano vacante (en Cantabria está vacante mas del 30% de este suelo). Estas edificaciones, no vinculadas al medio rural ni al territorio sobre el que se asientan serán ocupadas eventualmente, pero sin evitar la despoblación, generando encarecimiento del mantenimiento de los servicios municipales y provocando un impacto ambiental y paisajístico irreparable, ya que son edificaciones permanentes con al menos 100 años de vida útil.
El Gobierno está evitando enfrentarse a las verdaderas causas del abandono rural y elude realizar políticas y propuestas que sean eficaces, las cuales solo pueden hacerse con vistas a largo plazo, innovando e invirtiendo en el sector primario y conservando la biodiversidad y el patrimonio rural y arquitectónico de nuestros pueblos. La gestión del suelo rural debe hacerse no desde el urbanismo sino desde la ordenación territorial que coordine las políticas agrícolas, ganaderas, forestales y de conservación de la biodiversidad. La propuesta que se realiza en este anteproyecto ignora el patrimonio territorial de Cantabria y su capacidad de acogida y, si no se evita antes, va a llevar a la destrucción de nuestra identidad social y cultural. Las Comunidades Autónomas de nuestro entorno, tienen blindado el suelo rústico, en él solo se permiten construcciones asociadas a una actividad agrícola-ganadera.
Este anteproyecto vulnera el Decreto 32/2018, de 12 de abril, por el que se aprueba la Estrategia de Acción frente al Cambio Climático de Cantabria 2018-2030. Las medidas previstas en dicho documento obligan a la ley del suelo a incorporar variables del cambio climático tales como fomento de la mejora de la eficiencia energética en los edificios, Elaboración de criterios de planificación urbanística, Elaboración de criterios de usos del suelo, Mapas de riesgo climático y estudios de adaptación (Pima Adapta Costas), Criterios de ocupación del suelo, Incorporación de la variable de cambio climático en la planificación territorial y urbanística, Fomento del uso eficiente y sostenible del suelo, Estudio de la compacidad urbana y ocupación de suelos de valor, Establecimiento de indicadores de exposición, sensibilidad y capacidad adaptativa utilizados para evaluar la vulnerabilidad al cambio climático en los municipios parámetros etc. Reducción del balance de GEI en las distintas clasificaciones del suelo, Fomentar la participación y toma de conciencia ciudadana, en relación con el cambio climático, en los procesos de planificación territorial y urbanística, facilitando la incorporación de las iniciativas ciudadanas, Establecimiento en el planeamiento urbanístico, de medidas para la protección de las zonas naturales, agrícolas, ecosistemas, etc., y en especial las arboladas, para preservar e incrementar la capacidad de sumidero de carbono, Reducción de la movilidad y reequilibrio del reparto modal, Criterios de vertebración, accesibilidad a servicios, equipamientos y recursos. Desarrollo de infraestructura verde. Identificación, y gestión de los servicios ecosistémicos (conectividad, regulación, abastecimiento, etc.). Incrementar la biodiversidad y la capacidad de regulación climática. Calculo de la capacidad de acogida del territorio. Elaboración de criterios para evaluar la capacidad de acogida. Criterios básicos para las herramientas de planeamiento, (Compacidad, movilidad, multifuncionalidad, rehabilitación, etc.)

También se incumple el art. 21 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana (Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre) que establece claramente que los suelos rústicos deben preservarse de la urbanización, además de contravenir todas las políticas y directivas europeas de conservación de la biodiversidad y de espacios naturales así como Ley de Cantabria 17/2006, de 11 de diciembre, de control ambiental integrado que destaca, en su exposición de motivos, el principio de prevención, del que se deduce la idea de que es preferible la acción y el control anticipados que la reparación, y que se articula mediante técnicas como las evaluaciones ambientales previas a las autorizaciones de proyectos o actividades, la imposición de condiciones o restricciones para su desarrollo o incluso la solución última de las actividades prohibidas. La ley del suelo pretende que algunas figuras, proyectos o actuaciones no estén sometidos al control ambiental.
Por último, señalar que este anteproyecto vulnera el art. 45 de la Constitución Española que establece que 
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo.

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva.

Por todo ello, se SOLICITA,

· LA RETIRADA DEL ANTEPROYECTO y que se abra un debate público y participativo con la sociedad civil, con mesas de debate como eje primordial.
· LA REDACCIÓN DE UNA LEY QUE TENTA EN CONSIDERACIÓN LA TERMINOLOGÍA CONSOLIDADA Y LA CULTURA TERRITORIAL Y URBANANÍSTICA ACTUAL en relación con el desarrollo sostenible y el cambio climático. La originalidad aquí no es necesariamente un dato positivo. Hay que conservar en lo posible los valores de la primitiva Ley de 1956, que no hicieron sino perfeccionarse en sus posteriores modificaciones y valorar los resultados de los 20 años de aplicación de la Ley de Cantabria 2/2001 (que desafortunadamente ha sido desvirtuada por múltiples modificaciones). Y entre esos valores está el puramente metodológico y el del propio lenguaje, que en el mundo del Derecho es esencial porque proporciona seguridad.
· RECUPERAR las competencias de la CROTU como órgano competente para autorizar todas las edificaciones en el suelo rústico (o no urbanizable), que tendrán carácter excepcional y tasado y deben cumplir las normas de protección ambiental, de patrimonio cultural y del paisaje.

· CONDICIONAR LOS CRECIMIENTOS URBANÍSTICOS A LA REDACCIÓN DE UN PLAN REGIONAL DE ORDENACIÓN TERRITORIAL que identifique el patrimonio territorial, establezca medidas y directrices para la conservación de la biodiversidad e incorpore las medidas reguladas en la estrategia del cambio climático para Cantabria.

· LA REALIZACIÓN DE UN VERDADERO CÁLCULO DE LA CAPACIDAD DE ACOGIDA TERRITORIAL, CON EL DIAGNÓSTICO DE LAS NECESIDADES URBANÍSTICAS Y TERRITORIALES en el contexto europeo y mundial del cambio climático. Y una valoración de las necesidades del suelo edificable (urbano y urbanizable) en Cantabria para los diferentes usos y actividades, de las viviendas vacías y en ruina, del suelo urbano vacante, de los equipamientos y servicios y de la evolución demográfica junto con la valoración del recurso suelo, finito y no renovable, junto con la protección de la biodiversidad.

· El ESTUDIO DE PROPUESTAS INNOVADORAS DE DESARROLLO Y PRESERVACIÓN DEL MEDIO RURAL basadas en políticas agroganaderas, forestales, de conservación de la biodiversidad y de soberanía alimentaria, y en el mapa de zonificación agroecológica y de sumidero de carbono.
· LA PRESERVACIÓN Y CATALOGACIÓN DE LOS NÚCLEOS RURALES con pleno respeto al paisaje rural y natural como uno de los mayores valores de Cantabria, dentro de los fines y objetivos de la ley. 
· LA PREVISIÓN DE UNA SUPERFICIE MÍNIMA DE ENTRE 15 y 20 m² DE ZONAS VERDES ÚTILES POR HABITANTE en los PGOU, conforme a la recomendación de la OMS en suelo urbano y teniendo en cuenta el tamaño de los municipios.

· Todas aquellas cuestiones que deban ser recogidas en el Plan Regional de Ordenación Territorial deben condicionar el desarrollo urbanístico de los municipios de Cantabria en tanto no sea aprobado, teniendo en cuenta que hay un documento muy avanzado y que el objetivo del presente gobierno debería ser impulsarlo y aprobarlo.

En Cantabria, a ……. de agosto de 2020.

Firma

